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C. LIC. LEONEL CASTILLO GONZALEZ

MAGISTRADO PRESIDENTE DE LA SALA SUPERIOR 

DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN

PRESENTE.

Los suscritos, licenciados en derecho, en nuestro carácter de ciudadanos mexicanos y como miembros de la Asociación Civil denominada Asociación Nacional de Abogados Democráticos, (ANAD) con el debido respeto comparecemos  a exponer:

PROEMIO

El 31 de julio, con el voto unánime de todos sus integrantes, la Sala Superior dictó un acuerdo dentro del juicio líder de inconformidad que se tramita bajo el expediente SUP-JIN-212/2006, promovido por la Coalición por el Bien de Todos, en el que se decretó lo siguiente: 

a)
La acumulación de la pretensión consistente en la realización de un nuevo escrutinio y cómputo de la votación total recibida en las casillas instaladas para la elección de Presidente de la República en los 300 distritos electorales, que subyace en la generalidad de los juicios de inconformidad emprendidos por dicha Coalición Electoral.  

b)
Abrir un incidente de previo y especial pronunciamiento cuya finalidad es resolver la pretensión acumulada, lo que en términos concretos significa que la Sala Superior habrá de pronunciarse a la brevedad sobre la procedencia de la solicitud del recuento de los sufragios.  
En vista de lo anterior, invocando expresamente nuestra calidad de ciudadanos mexicanos y conscientes del hecho de que la materia sustantiva del incidente procesal de referencia está estrechamente relacionada con nuestros derechos políticos jurídicamente tutelados, los abajo firmantes, miembros de la Asociación Nacional de Abogados Democráticos, A. C., cuerpo gremial sin filiación partidaria, hemos tomado la decisión de apersonarnos ante ese H. Tribunal Electoral a fin de exponer cuáles son los elementos de derecho constitucional a los que, a juicio de los abogados democráticos del país, se debe ceñir el estudio y resolución de esta trascendental cuestión jurídico-electoral.  

INTRODUCCION

Acudir al texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es siempre una forma legítima, objetiva y confiable de canalización y solución de los problemas que gravitan sobre la sociedad.  Es decir, el discurso constitucional constituye una vía apta para dar cauce institucional a los desacuerdos colectivos y propiciar el cambio social, la concordia, el avance democrático y el progreso en todos los órdenes de la vida nacional.  

La historia de México consigna casos emblemáticos que acreditan la verdad de ese enunciado.  Recordemos que la desestabilización derivada del golpe de estado de Victoriano Huerta fue enfrentada por don Venustiano Carranza reivindicando la vigencia de la Constitución de 1857.  Asimismo, la amenaza a la paz social que conllevó la actitud de franca rebeldía asumida por las compañías extranjeras ante el fallo inapelable de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, fue encarada por el Presidente Lázaro Cárdenas apelando a los principios nacionalistas emanados del artículo 27 Constitucional. 

VISION ESTRATEGICA DE LA DECISION DEL TRIBUNAL ELECTORAL

De lo expuesto se concluye que el aprovechamiento inteligente e intensivo de los mandatos constitucionales es la fuente primigenia de la solución del conflicto jurídico post electoral.  Igualmente, puede servir para destensar el ambiente de crispación  y desvanecer los nubarrones que hoy por hoy se ciernen sobre nuestro país.  

Ello va de la mano con la exigencia de que los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) tengan en claro la enorme responsabilidad jurídica, política e histórica que gravita sobre sus espaldas.  También están obligados a no perder de vista que los ciudadanos somos los destinatarios finales de su decisión;  en efecto, más allá de los intereses partidarios y de las candidaturas en juego, siendo el voto la viga maestra de la democracia y el puntal de la soberanía nacional, es evidente que el pueblo, el componente humano del Estado Mexicano, es el más interesado en que la calificación de la elección presidencial sea ampliamente satisfactoria y apegada a los más elevados estándares de calidad jurídica.  Así pues, debe darse por descontado que los ilustres jurisconsultos no darán una suerte de albazo, ni saldrán con una tomadura de pelo, una "resolución chafa",  un fallo legaloide, mediocre y carente de grandeza jurídica. 

En sus manos está el que la sociedad siga creyendo que la observancia del derecho y la práctica de la democracia son el método apropiado para remover pacíficamente  a los gobernantes abusivos o incapaces; o bien que en el imaginario colectivo empiece a acunarse la idea de que  la norma jurídica es  un obstáculo al cambio social, que los jueces electorales proceden de manera ilegal, opaca o facciosa, y que la revuelta es el camino alterno para dirimir los conflictos políticos. 

Pocas veces la judicatura ha tenido  la oportunidad de deshacer los nudos gordianos que de cuando en cuando llegan a estrangular el ser nacional. Este es un ellos; sin duda estamos en presencia de uno de los llamados  “casos difíciles” a que se refiere el jurista Ronald Dworkin.  Por ejemplo, en 1938, la Sala Laboral de la Corte produjo una sentencia extraordinariamente valiosa, llena de sabiduría jurídica, misma que en mucho sirvió para legitimar la emisión  del decreto de nacionalización del petróleo. Por cierto, hablando de grandezas jurídicas en el ámbito jurisdiccional, es oportuno recordar que el Secretario Proyectista del caso fue, ni más ni menos, el maestro Mario de la Cueva. 

Una resolución así -magna e histórica- es la que la Sala Superior debe obsequiar a los ciudadanos que ejercimos el derecho al sufragio convencidos de las bondades de la democracia.  Para ello es preciso que -al igual que Calpurnia, la mujer del César, quien debía ser y parecer pura, casta y honesta-, tanto durante el desahogo del procedimiento contencioso electoral como al momento de la emisión del fallo correspondiente, los Magistrados deben ser y parecer juristas de altos vuelos; ser y parecer íntegros e incorruptibles; ser y parecer pulcros y transparentes; ser y parecer imparciales e independientes; ser y parecer Jueces de y para la democracia, Jueces de y para la República, Jueces de y para la defensa de los derechos ciudadanos y las libertades públicas fundamentales; ser y parecer celosos guardianes, fieles devotos del supremo catecismo de la Nación que es la Constitución que nos legara el Congreso Constituyente de Querétaro.

MARCO CONSTITUCIONAL DE LA DECISION DEL TRIBUNAL ELECTORAL

La decisión de la Sala Superior del TEPJF debe ser emitida atendiendo a los parámetros constitucionales, ya que sólo así adquirirá la legitimidad y credibilidad que debe ostentar frente al corpus ciudadano.  Tales lineamientos están referidos a la naturaleza jurídica del mencionado órgano contencioso-electoral, a los principios jurídicos supremos en materia electoral y al método interpretativo de la norma jurídica al que deben acogerse los Magistrados.  

Naturaleza jurídica de la Sala Superior del TEPJF

Por cuanto hace a lo primero, hay que señalar que la calificación de la elección del Presidente de la República constituye un acto de enorme trascendencia jurídica, política e histórica, tanto para la nación en su conjunto como para el adecuado funcionamiento de las instituciones democráticas emanadas de la Ley Fundamental de los Mexicanos.  

Por tal motivo, a fin de imprimir a dicho proceso mayores rangos de certeza y objetividad, en el año de 1996 el Constituyente Permanente decidió sustituir el viejo modelo de la calificación vía un Colegio Electoral por un procedimiento sui géneris a cargo del Órgano Supremo en materia contenciosa-electoral. 

Esa decisión política fundamental quedó establecida en el artículo 99 Constitucional en el que dispone lo siguiente:  i) las impugnaciones que se presenten sobre la elección del Presidente de la República serán resueltas en última instancia por la Sala Superior del TEPJF  ii) ésta realizará el cómputo final de la elección del Presidente de la República, una vez resueltas, en su caso, las impugnaciones que se hubieren interpuesto, procediendo a formular la declaración de validez de elección y la declaración  del Presidente Electo respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos.

En virtud de lo anterior, puede afirmarse que la Sala Superior del TEPJF no es un órgano judicial de mera legalidad y en ese sentido su actuación no es equiparable a la de otros tribunales de menor jerarquía.  Lejos de ello, se trata de un verdadero Tribunal Constitucional cuyas determinaciones necesariamente han de satisfacer los elevados niveles de juridicidad, legitimidad y transparencia que son consustanciales a este tipo de pronunciamientos supremos del ámbito jurisdiccional.

Su naturaleza constitucional se explica en virtud de las siguientes razones: i) su encargo tiene que ver con el ejercicio directo e inmediato de una función plasmada en el texto mismo de la Constitución Federal, ii) la materia sustantiva de su encomienda constitucional está referida a la integración del Poder Ejecutivo, uno de los tres Poderes de la Federación, iii) sus sentencias tienen el carácter de definitivas e inatacables. 

Principios jurídicos supremos en materia electoral

Las potestades consignadas en el artículo 99 Constitucional conforman un severo candado político, un control jurídico de carácter excepcional que el Órgano Revisor de la Carta Magna tuvo a bien implementar para garantizar a los ciudadanos y a la nación misma que la elección del Titular del Ejecutivo Federal satisface todas y cada una de las condiciones inherentes a toda elección democrática, con lo que se asegura que el acceso a la Presidencia de la República está investido tanto de juridicidad como de legitimidad.

Esas atribuciones constitucionales desde luego envuelven una trascendental cuestión de orden público e interés social, razón por la cual no pueden, ni deben, ser ejercidas en forma caprichosa, discrecional o subjetiva, sino apegándose estrictamente al marco de actuación integrado por los principios superiores insertos en los artículos 39 y 41 Constitucionales, de los que se deduce lo siguiente: i) la soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo y todo Poder Público dimana de éste y se instituye para su beneficio, ii) el pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión y los Poderes de los Estados, según sus respectivas esferas de competencia jurídica, iii) la renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, iv) los procesos electorales están sujetos a los postulados rectores de la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad.  

Luego entonces, la misión, la razón de ser de la intervención directa de la Sala Superior en el proceso de la calificación presidencial consiste en constatar, más allá de toda duda razonable, que la elección en su conjunto es conforme de toda conformidad con esos principios constitucionales.  A ello se deben subordinar el procedimiento, las actuaciones, las pruebas y el resultado final trasvasado al cuerpo de la sentencia definitiva.  Estos son simples medios instrumentales que bajo ninguna circunstancia pueden estar por encima del fin último de la evaluación de la constitucionalidad de los comicios presidenciales.     

Por ende, en el marco de su cometido fundamental, la Sala Superior del TEPJF debe proceder como lo que es, un Tribunal Constitucional dotado de plenitud de jurisdicción, un Órgano Supremo de Justicia Electoral que se halla investido de los más amplios poderes jurídicos; y para tal propósito tiene la obligación de acordar y practicar, inclusive en forma oficiosa, todas las investigaciones o actuaciones procesales y acopiar todos los medios probatorios que sean necesarios, sin más límites que los derivados del articulado de la Constitución. En aras de esa plenitud de jurisdicción, el Tribunal Electoral debe privilegiar el fondo sobre la forma y la verdad histórica sobre la verdad formal.  Igualmente, debe propiciar el despliegue máximo de las prerrogativas jurídicas que les asisten a las partes contendientes, de modo que se visibilice su empeño institucional de satisfacer a cabalidad las garantías procesales de audiencia, de acceso íntegro a la justicia y de la tutela judicial efectiva.  

De lo anterior se colige de modo enteramente natural que la plenitud de jurisdicción, las muy amplias potestades constitucionales asignadas a la Sala Superior del TEPJF son en si mismas suficientes para ordenar, aún de oficio, la realización de un nuevo conteo de los votos, a efecto de garantizar a los ciudadanos que la elección presidencial cumple a cabalidad con los principios torales de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad; así como que el candidato ganador ostenta la legitimidad necesaria para ser proclamado Presidente Electo de los mexicanos.    

Sin el despliegue a plenitud de los magnos poderes jurisdiccionales que le son propios en su calidad de Tribunal Constitucional, la Sala Superior del TEPJF corre el riesgo de quedarse corta en el ejercicio de la muy delicada función a su cargo, lo que eventualmente podría acarrear graves perjuicios para la salud de la República, tales como el ungimiento de un Ejecutivo carente de legitimidad, la causación de un serio agravio a la soberanía popular, la subversión del orden constitucional y el ataque a las instituciones democráticas bajo las cuales se erige el régimen político previsto en el artículo 40 del Texto Fundamental.

Método interpretativo

A fin de alcanzar su cometido, según la visión de amplio espectro a la que nos estamos refiriendo, los Magistrados deben echar mano de un método interpretativo acorde y congruente con su elevada función constitucional. Por tanto, de entrada debe desestimarse la utilización de los métodos arcaicos y anticientíficos, propios del siglo XIX, mismos que están atrincherados en una visión letrística o gramatical de la norma jurídica y en un concepto de Estado de Derecho circunscrito a la exacerbación del mero legalismo.  

La interpretación a seguir en el caso que nos ocupa debe ser de mayor calado normativo; debe ser una interpretación de rango constitucional y de corte democrático y republicano. A través suyo se debe buscar cómo hacer efectivos los principios constitucionales de la soberanía nacional y de las elecciones libres y auténticas en un marco de certidumbre, legalidad, imparcialidad, independencia y objetividad.  Sobre todo, se debe procurar la defensa a ultranza y la efectividad del sufragio en su doble vertiente: como derecho político en el que descansa el edificio de la República y como derecho humano fundamental reconocido en diversos tratados internacionales que son parte de la Ley Suprema de toda la Unión en los términos del artículo 133 Constitucional.  

En síntesis, el fallo electoral se debe apalancar en una interpretación constitucional en la que se conjuguen armónicamente los valores democráticos y los derechos políticos y humanos de los ciudadanos, dentro de una visión moderna y progresista del derecho entendido como la suma de textos, principios, pautas axiológicas y argumentos racionales.  En ese tenor, como se ha dicho, los Magistrados tienen la obligación de aplicar la norma jurídica no con un sentido restrictivo, sino de modo que se garantice a plenitud el ejercicio de las libertades y derechos electorales dentro de un régimen apegado a los valores que distinguen al Estado social y Democrático de Derecho.    

La adopción de un método interpretativo de esas dimensiones normativas sería necesaria pero no suficiente para calmar las ansias insatisfechas de una ciudadanía en pos de la democracia y del destino final de su voto. Fuera de los doctos o los grandes iniciados del derecho o de la ciencia política, a nadie  le reportaría una ganancia democrática la emisión de un fallo apegado a los cánones y a las formas lingüísticas, en extremo barrocas y alambicadas, que tradicionalmente utilizan los jueces al resolver los conflictos jurídicos. El imperativo de la legitimidad democrática exige, ahora más que nunca, el abandono, la sustitución de esos moldes caducos u obsoletos por una estructura de lenguaje y de raciocinio que haga asequible a cualesquiera de los mexicanos el contenido, los alcances y las consecuencias de esta histórica decisión jurisdiccional.

Esto implica que en la resolución de los Magistrados debe permear un irrevocable sentido de claridad, transparencia y rendición de cuentas, así como una voluntad manifiesta de cubrir al 101% las legítimas expectativas de los ciudadanos.  Sin ese componente metajurídico, el fallo podrá ser legal pero carecerá de legitimidad democrática.  

Técnicamente, lo anterior significa que, además del requisito formal de la debida fundamentación y motivación del acto de autoridad, la sentencia  debe ser creíble ante el cuerpo ciudadano. Ello obliga a los Magistrados a  combinar adecuadamente la calidad de los argumentos con la calidad del proceso mismo de la argumentación jurídica, de manera que unos y otros estén impregnados del ingrediente de la persuasión y sean capaces de forjar la percepción ciudadana en el sentido de que la elección presidencial efectivamente es democrática y auténtica porque está enmarcada dentro de los parámetros de la Constitución.  

Si no es así,  sobrevendrá la patología de la derrota del derecho.  El derecho constitucional habrá sido derrotado por los Magistrados de la Sala Superior del TEPJF, a través de la imposición de un pronunciamiento jurisdiccional ayuno de legitimidad democrática, cuya supuesta legalidad sería definitiva e inatacable, lo que colocaría a los ciudadanos en una absoluta indefensión jurídica que no es, ni podría ser, compatible con la noción básica del Estado Social y Democrático de Derecho.  

Sin embargo, hay que hacer notar que, en tal caso, la derrota del derecho no sería irreversible a la luz del derecho internacional y de los tratados suscritos por México, porque, además de un derecho político, el sufragio es un derecho humano fundamental, cuya violación puede, y debe, ser reparada a través del sistema regional de protección de los derechos humanos, vía la interposición de una queja formal ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

México, D.F. a 3 de agosto de 2006

ATENTAMENTE:

Por la Asociación Nacional de Abogados Democráticos: José Luís Contreras (presidente), Lauro Sol, Raúl Jiménez, Estela Ríos, Jesús Campos Linas, Adela Salazar, María Luisa Campos, Oscar Alzaga, Adalberto Saldaña,  Marina Téllez, Manuel Fuentes, Edith Ramírez, Maricarmen Fernández, Margarita Álvarez, María de la Luz Rivera, Ana Salazar, Pilar Noriega, Jorge Fernández Souza, Arturo Alcalde, Alfonso Bouzas, Enrique León, Jorge Corral, Enriqueta Vargas, Laura Villar, Enrique Larios, Susana Codina, Octavio Lóyzaga, Jorge Viveros, Sonia Hernández, Lamberto Gonzáles Ruíz, Francisco Ramírez, Jhonatan Jardines, Karla Michel, José Alberto López Damían, Efrén Rodríguez, Eva Castañeda, Jorge Careaga, José Luís Romero, Margarita Chavarría, Joel Alberto García, Próspero López Cárdenas, Ernesto Villarreal, Raymundo Patiño, Alfonso Rodríguez, Ernestina Godoy, Claudia Luengas, Felipe Landero, Luisa Fuentes, Ignacio Contreras, Víctor León, Víctor Contreras, Bernardo Romero, Socorro Durán, Mario Flores, María Rodríguez, Valdemar Rodríguez, Karla Mosquiera, Adriana Rivera, Mercedes Hernández, Luís Guerrero, Fernando Tenorio Tagle, Iris Rocío Santillán R., Herón Rosales, Alejandro Rosales, Gustavo Chávez, Antonia Hernández
Con copia para:

C. Magistrado Eloy Fuentes Cerda

C. Magistrado José Alejandro Luna Ramos

C. Magistrada Alfonsina Berta Navarro Hidalgo

C. Magistrado José Fernando Ojesto  Martínez Porcayo

C. Magistrado José de Jesús Orozco Henríquez

C. Magistrado Mauro Miguel Reyes Zapata

[image: image1.png]_1074361055

